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Proyecto de Orden CNU/xxxx/2024, de xxxxxx, por la que se modifica la Orden 
ECD/2654/2015, de 3 de diciembre, por la que se dictan normas de desarrollo y 
aplicación del Real Decreto 967/2014, de 21 de noviembre, en lo que respecta a los 
procedimientos para la homologación y declaración de equivalencia de títulos 
extranjeros de educación superior.  

 
 
 
La complejidad de los procedimientos de homologación y de declaración de equivalencia 
hace que a fecha de la presente norma existan aún solicitudes admitidas a trámite 
conforme a los anteriores procedimientos previstos en el Real Decreto 967/2014, de 21 
de noviembre, por el que se establecen los requisitos y el procedimiento para la 
homologación y declaración de equivalencia a titulación y a nivel académico 
universitario oficial y para la convalidación de estudios extranjeros de educación 
superior, y el procedimiento para determinar la correspondencia a los niveles del marco 
español de cualificaciones para la educación superior de los títulos oficiales de 
Arquitecto, Ingeniero, Licenciado, Arquitecto Técnico, Ingeniero Técnico y Diplomado.   
 
Uno de los principales objetivos del actual Real Decreto 889/2022, de 18 de octubre, por 
el que se establecen las condiciones y los procedimientos de homologación, de 
declaración de equivalencia y de convalidación de enseñanzas universitarias de sistemas 
educativos extranjeros y por el que se regula el procedimiento para establecer la 
correspondencia al nivel del Marco Español de Cualificaciones para la Educación 
Superior de los títulos universitarios oficiales pertenecientes a ordenaciones académicas 
anteriores, es el de configurar unos procedimientos de homologación y de declaración 
de equivalencia, ágiles y eficientes, apoyados en la digitalización intensa y global de 
todos los pasos procedimentales aprovechando al máximo las tecnologías de la 
información y comunicación disponibles.  
 
A este respecto la disposición transitoria primera del Real Decreto 889/2022, de 18 de 
octubre, establece que los expedientes de homologación, de declaración de 
equivalencia o de convalidación de títulos extranjeros iniciados con anterioridad a la 
entrada en vigor de este real decreto, continuarán tramitándose y se resolverán 
conforme al Real Decreto 967/2014, de 21 de noviembre y al Real Decreto 285/2004, de 
20 de febrero, por el que se regulan las condiciones de homologación y convalidación 
de títulos y estudios extranjeros de educación superior, según corresponda.  
 
La convivencia circunstancial de diferentes procedimientos, implica en algunos casos 
que la tramitación de las solicitudes de homologación de un título conforme a los 
procedimientos del derogado Real Decreto 967/2014, de 21 de noviembre, pueda 
suponer una dilación mayor debido al efecto barrera que supone la necesidad del 
cumplimiento de los trámites del procedimiento anterior a través de solicitud de cita 



   
   
  
 
 

 
 
 
 
 
 

previa en registros españoles para la presentación de los documentos en papel, o la 
propia notificación postal de los actos de trámite al interesado, frente al actual 
procedimiento de tramitación a través de la Sede Electrónica del Ministerio. 
 
Por esta norma, en la medida en que técnicamente es posible y resulta razonable desde 
el punto de vista de eficiencia administrativa, se modifica la Orden ECD/2654/2015, de 
3 de diciembre, por la que se dictan normas de desarrollo y aplicación del Real Decreto 
967/2014, de 21 de noviembre, en lo que respecta a las comunicaciones entre 
Administración y personas solicitantes. 
 
Tanto la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas como el Reglamento de actuación y funcionamiento del 
sector público por medios electrónico, aprobado por Real Decreto 203/2021, de 30 de 
marzo, han dado carta de naturaleza legal al derecho de los ciudadanos a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas, así como la obligación de éstas de 
dotarse de los medios y sistemas necesarios para que ese derecho pudiera ejercerse.  
 
Esta orden se ajusta a los principios de buena regulación establecidos en el artículo 129 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 
 
En primer lugar, cumple con los principios de necesidad y eficacia, existiendo fundadas 
razones de interés general para su aprobación habida cuenta de la importancia que tiene 
la actualización del ordenamiento jurídico respecto al uso de medios electrónicos, con 
la consiguiente reducción de los costes de tramitación y, por otra parte, de los plazos de 
resolución de las solicitudes. 
 
Se atiene, igualmente, al principio de proporcionalidad, porque la regulación que 
contiene es estrictamente la que se precisa para la consecución de la finalidad 
perseguida, no introduciéndose ninguna medida restrictiva de derechos. 
 
El principio de seguridad jurídica queda garantizado, ya que la norma da cobertura 
jurídica a determinadas comunicaciones electrónicas de la Administración a las personas 
interesadas. Además, el contenido de la norma es conforme tanto con el artículo 14.3 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, como con el Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo. 
 
Se ha respetado además el principio de transparencia, al haberse realizado en primer 
lugar el trámite de consulta pública y posteriormente los trámites de información 
pública y audiencia, todos ellos preceptivos de acuerdo con la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y de 
Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno. En todo caso, la norma define 
claramente sus objetivos y los motivos que la justifican, reflejados en su preámbulo y en 
la memoria que la acompaña. 



   
   
  
 
 

 
 
 
 
 
 

 
Por último, la norma se adecúa al principio de eficiencia, pues la utilización de medios 
tecnológicos, además de constituir una actuación en orden a hacer efectiva una 
Administración totalmente electrónica e interconectada, viene a mejorar la eficiencia 
administrativa.  
 
De acuerdo con lo previsto en el artículo 26.5 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, 
según obra en el expediente correspondiente a su tramitación, el proyecto de esta orden 
ha sido informado por la por la Secretaría General Técnica del Ministerio de Ciencia, 
Innovación y Universidades. Asimismo, ha emitido su preceptivo informe la Comisión 
Ministerial de Administración Digital del Ministerio de Ciencia, Innovación y 
Universidades, de acuerdo con la previsto en el artículo 2.3.i) de la Orden 
CNU/597/2019, de 30 de mayo, por la que se crea y regula el funcionamiento de la 
Comisión Ministerial de Administración Digital del Ministerio de Ciencia, Innovación y 
Universidades. 
 
Como la orden que es objeto de modificación, esta norma se dicta al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 149.1. 30ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la 
competencia exclusiva en materia de regulación de las condiciones de obtención, 
expedición y homologación de títulos académicos y profesionales. Asimismo, el artículo 
149.1.18ª de la Constitución Española atribuye al Estado la competencia exclusiva en 
materia de procedimiento administrativo común y para dictar las bases del régimen 
jurídico de las Administraciones Públicas. 
 
En su virtud,  con la aprobación previa del Ministro para la Transformación Digital y de 
la Función Pública, DISPONGO: 
 
Artículo único. Modificación de la Orden ECD/2654/2015, de 3 de diciembre, por la que 
se dictan normas de desarrollo y aplicación del Real Decreto 967/2014, de 21 de 
noviembre, en lo que respecta a los procedimientos para la homologación y declaración 
de equivalencia de títulos extranjeros de educación superior.  
 
Se añade una disposición adicional única a la Orden ECD/2654/2015, de 3 de diciembre, 
por la que se dictan normas de desarrollo y aplicación del Real Decreto 967/2014, de 21 
de noviembre, en lo que respecta a los procedimientos para la homologación y 
declaración de equivalencia de títulos extranjeros de educación superior, con la 
siguiente redacción: 
 
«Disposición adicional única. Comunicaciones. 
 
En el supuesto previsto en el apartado 1 de la Disposición transitoria primera del Real 
Decreto 889/2022, de 18 de octubre, de acuerdo con el artículo 42.1 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 



   
   
  
 
 

 
 
 
 
 
 

Públicas  y el artículo 42.5 del Reglamento de actuación y funcionamiento del sector 
público por medios electrónicos aprobado por el Real Decreto 203/2021, de 30 de 
marzo, las comunicaciones de todos aquellos actos administrativos y resoluciones que 
por su naturaleza deban ser objeto de notificación relativos a los procedimientos 
administrativos regulados en el Real Decreto 967/2014, de 21 de noviembre, por el que 
se establecen los requisitos y el procedimiento para la homologación y declaración de 
equivalencia a titulación y a nivel académico universitario oficial y para la convalidación 
de estudios extranjeros de educación superior y el procedimiento para determinar la 
correspondencia a los niveles del marco español de cualificaciones para la educación 
superior de los títulos oficiales de Arquitecto, Ingeniero, Licenciado, Arquitecto Técnico, 
Ingeniero Técnico y Diplomado,  sin perjuicio de su posible práctica en papel, se pondrán 
a disposición de las personas interesadas en la Dirección Electrónica Habilitada única, o 
en la sede electrónica asociada del Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades 
según proceda. » 
 
Disposición final única. Entrada en vigor. 
 
Esta orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».  
 


